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ALEGACIONES DEL COLEGIO TERRITORIAL DE SECRETARIOS, INTERVENTORES Y TESOREROS DE ADMINISTRACION LOCAL DE ALBACETE (COSITAL ALBACETE) AL INFORME EMITIDO POR EL SERVICIO DE FUNDACIONES Y ASOCIACIONES DENTRO DEL PROCEDIMIENTO TRAMITADO PARA LA CALIFICACION DE SUS ESTATUTOS. 


Con fecha 04 de noviembre de 2016, se ha recogido por este Colegio Profesional el informe emitido por el Servicio de Fundaciones y Asociaciones de la Junta Comunidades Castilla La Mancha dentro del procedimiento que se sigue para la inscripción de la modificación sustancial de sus Estatutos.


Con carácter previo, queremos hacer constar nuestro agradecimiento por las correcciones materiales realizadas lo que denota un estudio diligente del texto que se ha presentado para su calificación.  


No obstante, conforme determina el propio oficio de remisión (Registro de salida nº 985948 de fecha 20/10/2016) y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.3 del Decreto 172/2002, de diciembre de 2002, de desarrollo de la Ley 10/1999, de 26 de mayo, de Creación de Colegios Profesionales de Castilla La Mancha, esta Presidencia en nombre y representación de COSITAL ALBACETE y ejecución del acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno en la reunión celebrada el día 15 de noviembre de 2016 conforme a las atribuciones que a su vez le confieren el artículo 15 párrafo 1º y apartado 1.g),  de sus vigentes Estatutos, tiene a bien formular las siguientes consideraciones generales y alegaciones específicas.

CONSIDERACIONES GENERALES

1ª.- Entendemos en cuanto a la normativa aplicable sobre procedimiento administrativo, que al presente expediente le es de aplicación la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,  por cuanto se ha iniciado antes de la entrada en vigor de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Disposición transitoria tercera, apartado a) de la ésta última norma).


2ª.- Con carácter general hay que hacer constar que los informes emitidos por los Servicios jurídicos de la Junta Comunidades Castilla La Mancha en los últimos procedimientos tramitados para la calificación de los Estatutos de los Colegios Territoriales de Secretarios, Interventores Tesoreros de Administración Local en Castilla La Mancha, adolecen de congruencia en buena parte de sus observaciones como vamos a poner de manifiesto y puede deducirse por la omisión o disparidad de criterios seguidos según cada caso, sobre cuestiones muy similares sin acompañarse motivación. Y es que entendemos que ese Servicio, en el ejercicio de sus atribuciones no puede desentenderse del respeto a los principios de buena administración y sus corolarios, de seguridad jurídica, buena fe y confianza legítima. (Artículos 9.3 de la Constitución, y 3.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre) 



Estos principios implican que las expectativas que el referido Servicio ha generado con sus actuaciones en materia de calificación de estatutos deben ser respetadas en el futuro salvo que se justifique en concreto y expresamente con argumentos razonables, la necesidad de proceder de otra forma en supuestos similares o idénticos. 

En el caso que nos ocupa si observamos el contenido de la propuesta de Resolución negativa emitida a la solicitud de inscripción registral de la modificación de los Estatutos del Colegio Oficial de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local de Toledo de fecha 18 de mayo de 2015  y el informe de calificación registral de los Estatutos del Cosital Albacete de fecha 20 de octubre de 2016 objeto de las presentes  alegaciones, detectaremos que siendo los textos estatutarios muy similares, en el primer caso se omite cualquier referencia de ilegalidad a la regulación que se contempla de los colegiados interinos o de la necesidad de estar al corriente de las cuotas para poder ser elegible, o el hecho de cuando se alude a los fines y funciones del Colegio en el primer caso se exige que se ajuste el texto al articulado de la Ley 2/1974 de 13 de febrero y en el segundo además se adiciona la exigencia de incorporar el contenido literal del artículo 20 de la Ley autonómica 10/1999 de 26 de mayo. Y todo ello, sin que a nuestro conocimiento se hayan producido una serie de cambios sustanciales en la normativa de aplicación que justifiquen la modificación de criterios o se nos haya razonado expresamente por que se ha tratado diferenciadamente una idéntica cuestión según cada estatuto. 


Y consideramos que este no es un asunto baladí, por cuanto en lo que se refiere al Cosital Albacete, la aprobación del texto que se ha sometido a la calificación, se ha realizado previa modificación de los términos mismo precisamente a la vista de la propuesta de calificación negativa formulada al proyecto de estatutos del Cosital Toledo. Como muestra de ello cabe citar el contenido de la circular interna de Presidencia dirigida a todos los/as colegiados/as con fecha 15 de febrero de 2016 cuyo texto literal reproducimos parcialmente. 


“c) Modificación Estatutos.

Tras la celebración de nuestra última Asamblea Provincial ha llegado a nuestras manos el informe del Servicio de Coordinación y Planificación de la Junta de Comunidades Castilla La Mancha por el que se deniega la inscripción de los Estatutos de nuestros compañeros de Toledo. Conviene, aunque sea por pragmatismo, adecuar nuestro proyecto de modificación de estatutos al contenido del citado informe, que a fin de cuentas alude a cuestiones que no son sustanciales. Por esta razón, tendremos que celebrar una nueva Asamblea Provincial para la cual os pediremos escrito de delegación sin perjuicio de que os personéis si lo consideráis oportuno. “


Dicho esto, somos los primeros en entender que no puede predicarse legítima la confianza que se deposite en un acto o precedente que sea contrario a norma imperativa, pero y con esto pasamos al apartado siguiente, entendemos que en una cosa es la aplicación de una norma cuyo tenor literal no deja margen de duda y otra la interpretación generalista y uniformista que sobre la misma pudiera realizare. 


Por todo ello solicitamos de la Junta de Comunidades Castilla La Mancha,  en los sucesivo se  apliquen criterios más homogéneos y congruentes  en los documentos que los colegios profesionales de habilitados nacionales sometamos a su consideración. 

3ª.- Solicitamos igualmente una revisión interpretativa de las observaciones formuladas sobre la legalidad de nuestro proyecto de  Estatutos a la luz de los criterios establecidos en el artículo 3.1 del Código Civil, con especial hincapié en los antecedentes históricos, la idiosincrasia de nuestro cuerpo funcionarial, requisitos de habilitación nacional para su desempeño y el espíritu y finalidad que han motivado su elaboración.

Comprendemos que no es una tarea sencilla dada la normativa que hay que tener en cuenta, alguna de ella preconstitucional, y tampoco podemos pretender que el Servicio deba tener un conocimiento detallado de la realidad de cada uno de los Colegios Profesionales, entre otras razones, porque nos consta que no dispone de medios personales y materiales para ello. Pero ello no obsta para que, en la tarea de calificación se puedan tener en cuenta, a modo de ejemplo,  antecedentes sobre casos idénticos o análogos tramitados con anterioridad, se efectúen consultas a otros organismos como nuestro Consejo General en caso de dudas etc.., y principalmente no se apliquen con carácter uniformista y generalista, criterios interpretativos aplicados a otros Colegios profesionales cuya actividad profesional y problemática de funcionamiento interno, nada tiene que ver con la nuestra. 


4ª.- Queremos manifestar nuestra voluntad de concretar un texto consensuado en los apartados referentes a la observaciones de legalidad formuladas por el Servicio. Se trata de un asunto que en el que el colectivo al que represento lleva invertido casi  dos años y queremos evitar más demoras en su resolución. Por ello,  junto a cada una las alegaciones específicas proponemos en su caso, cuando proceda, un texto alternativo al objeto de que se nos responda sobre su conformidad legal. En algunos casos, aunque propiamente no se trate de alegaciones estrictamente, por razones de orden y claridad hemos considerado oportuno hacer constar nuestra conformidad con algunas de las observaciones formuladas.


Agradecemos de antemano la colaboración manifestada en este sentido por el Sr. Jefe de Servicio. De esta manera, una vez obtenida la contestación, someteremos la propuesta a la Asamblea General para elevar de nuevo el texto al Servicio y en su caso, se eleve propuesta de inscripción al Sr. Viceconsejero de Administración Local y Coordinación Administrativa.  

ALEGACIONES


1ª.- Artículo 4 sobre prohibición de la técnica de la delegación a favor del Consejo Autonómico. 


Entendemos que el hecho de que no se contemple expresamente la delegación de competencias en la normativa específica de colegios profesionales no significa que esté prohibida. Salvo opinión mejor fundada en derecho, no hemos encontrado un precepto o disposición que establezca expresamente la reserva de ley para la técnica de la delegación en nuestro ámbito o que sea contravenido por lo dispuesto en el artículo 4 de nuestros Estatutos.


Es más, consideramos que constituye una manifestación de la potestad de auto organización del Colegio constituyendo una técnica cuya utilización es muy común en el ámbito profesional en el ejercemos nuestras funciones, las Corporaciones Locales. Y en nuestro caso concreto se adecua a lo establecido en la disposición adicional primera de los Estatutos: “En materia de organización, funcionamiento, régimen jurídico y económico será de aplicación supletoria, en cuanto no se oponga a lo establecido en estos estatutos, la normativa estatal y autonómica aplicable a las entidades locales.”


No obstante lo manifestado, si por el Servicio de Fundaciones y Asociaciones se considera absolutamente imprescindible para garantizar la legalidad del nuestros Estatutos la supresión del artículo 4.4,  formularemos propuesta a la Asamblea en este sentido.  

2ª.- Artículo 5, sobre fines esenciales del Colegio.  


 Una cuestión es que una norma sea de derecho imperativo y que por tanto, su cumplimiento no pueda estar sometido a la voluntad o disposición de sus destinatarios y otra muy distinta, es que toda norma de derecho imperativo deba transcribirse literalmente en los cuerpos normativos en los que deba respetarse,  ya que de sostenerse esta tesis, entendemos que se pueden provocar equívocos o interpretaciones fuera de contexto tras la lectura de los textos estatutarios. 


A título de ejemplo, en el caso que nos ocupa si transcribimos literalmente lo que dispone el artículo 1.3 de la Ley 2/1974 de 13 de febrero, entre los fines de nuestros estatutos se aludiría a la protección de los intereses de los consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados, fines estos que no tienen ninguna relación con la defensa de los intereses profesionales de nuestro colectivo y cuya su inclusión seguramente tiene todo su  sentido en el ámbito de los estatutos reguladores de colegios profesionales de ámbito sanitario o comercial. 


Además previamente este precepto ya ha sido objeto de modificación por así requerirlo el informe preceptivo de la Comisión Ejecutiva de nuestro Consejo General donde consta expresamente la recomendación de transcribir íntegramente lo que se dispone en los estatutos generales de la profesión. 


“Art 5: Se sugiere reproducir el artículo 2 de los EG. Si solo se hace referencia a la representación de la profesión y defensa de los intereses profesionales, sin aludir a los intereses generales se perderá legitimación sobre todo en el ámbito judicial. Este asunto se entiende fundamental.”

Por otro lado, en el modelo orientativo puesto a disposición del público para facilitar la redacción de los Estatutos de Colegios Profesionales que figura en la página web colgada en el portal de la Junta de Comunidades Castilla La Mancha  se propone, en cuanto a la delimitación de los fines, el artículo correspondiente tenga el siguiente contenido. 

Exclusivamente las contempladas en el artículo 1.3 y 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero de Colegios Profesionales, y en el artículo 20 y 21 de la Ley 10/1999, de 26 de noviembre de creación de Colegios Profesionales, o las específicas de los estatutos generales de la profesión.

Entendemos de acuerdo con lo expuesto que la redacción actual de los fines esenciales del Colegio es congruente con dicha recomendación por cuanto contiene los fines específicos de los estatutos generales de nuestra profesión.  

En todo caso, para salvar cualquier problema interpretativo que pudiera plantearse, sugerimos añadir  al contenido actual del artículo 5, el siguiente enunciado: 


Dentro de su ámbito territorial, son fines esenciales de la Organización Colegial:


Con carácter general los establecidos en los artículos 1.3 y 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero de Colegios Profesionales, y  20 y 21 de la Ley 10/1999, de 26 de noviembre de creación de Colegios Profesionales.


Con carácter específico los siguientes: (redacción actual que coincide con los estatutos generales).

3ª.- Artículo 15.2 sobre participación de los colegiados en la elección de la Junta de Gobierno 

Entendemos que la interpretación que se da al citado artículo no tiene en cuenta la idiosincrasia de nuestra organización ni tampoco la finalidad para la cual se ha pretendido dar cabida a este colectivo de compañeros/as en la misma, que no responde tanto a la voluntad de fomentar una equiparación cuanto a la de darles voz en la toma de nuestras decisiones y ayudarles precisamente para que puedan desempeñar la profesión en condiciones de igualdad de trato y no discriminación (artículo 15 de la Ley 2/1974 de 13 de febrero). 


Y es que a la vista de estos antecedentes y conforme determina el artículo 3.1 del Código Civil, entendemos que puede encajar dentro de las posibilidades que contempla el propio artículo 7 de la Ley 2/1974 de 13 de febrero, una interpretación que dé cobertura legal a la actual redacción de los Estatutos. El citado precepto parece admitir según se deduce del enunciado Serán electores todos los colegiados con derecho a voto, conforme a los Estatutos, la posibilidad de que los Estatutos contemplen colegiados sin derecho a voto, Y a continuación añade que podrán ser candidatos los colegiados españoles que, ostentando la condición de electores, no estén incursos en prohibición o incapacidad legal o estatutaria y reúnan las condiciones de antigüedad y residencia u otras de carácter profesional exigidas por las normas electorales respectivas.


Ciertamente hay que reconocer que la diferenciación entre los funcionarios de carrera e interinos prácticamente se ha difuminado y se concreta básicamente en la nota de la “transitoriedad” inherente a éstos últimos, pero esta cualidad no reviste un carácter meramente accesorio, si no que puede tener su relevancia en la práctica de nuestra profesión. De ahí que admitir su integración a todos los efectos en la conformación y funcionamiento de los órganos de gobierno de nuestro colegio, podría dar lugar a  innecesarias distorsiones y eventuales conflictos de intereses. 


Por ello es razonable concluir que, si en otras organizaciones colegiales se exigen determinados requisitos de antigüedad, residencia o cualesquiera de carácter profesional o técnico para acceder a los cargos de gobierno sin que por ello puedan considerarse discriminatorios, en los colegios oficiales de funcionarios habilitados de administración local,  se pueda requerir para el desempeño de los cargos de gobierno la posesión de una habilitación de carácter nacional y no un nombramiento que por su esencia está llamado a revestir un carácter coyuntural, dicho esto con todo el respeto y consideración que merecen estos profesionales. 


La realidad corrobora este razonamiento. Es principalmente en los ámbitos territoriales de las Comunidades de Castilla La Mancha y Castilla León donde podemos encontrar algunos estatutos de colegios profesionales de habilitados que regulan con  más atención al colectivo de interinos, debido a que estos territorios con diferencia son los que más cuentan con este tipo de funcionarios en nuestra profesión, todo ello dentro del marco general de los estatutos generales que dejan a cada colegio territorial regular con autonomía esta cuestión.  


Pues bien, ni en  los estatutos de los Colegios Territoriales de Ciudad Real y Soria, esto últimos del año 2012, se les reconoce sufragio activo ni pasivo para conformar los órganos de gobierno. En esta tesitura cabe reconocer que la regulación del Cosital Albacete constituye un avance por cuanto se les garantiza su representación con un vocal en el órgano de gestión regular del colegio cual es la Junta de Gobierno.


No obstante las consideraciones expuestas si el Servicio de Asociaciones y Fundaciones considera opinando que es taxativamente ilegal la actual redacción del artículo 15.2 del proyecto de estatutos, conforme a la sugerencias recibidas de la Viceconsejería de Administración Local, esta Junta de Gobierno propondrá a la consideración de la Asamblea del Colegio, la modificación de los estatutos en orden a que los compañeros interinos y no ejercientes tengan los mismos derechos y obligaciones que los colegiados ejercientes. 

En el caso de que no fuese aprobada esta propuesta, se abogará por mantener la  actual regulación de los tipos de colegiados que figura en los vigentes estatutos. 


No obstante nos interesaría saber si se consideraría legal el otorgamiento de un voto ponderado de los ejercientes respecto a los interinos y los no ejercientes  


4ª.- Artículos 23 y 27.3 sobre supresión del requisito de estar al corriente del pago de las cuotas colegiales para ostentar la condición tanto de elector como de elegible y del ejercicio del derecho al voto. 


Estimamos legales las consideraciones expuestas y elevaremos a la Asamblea propuesta de supresión de este requisito.

5ª.- Artículo 29 g) sobre destitución miembros Junta de Gobierno a propuesta de la Presidencia.  


Hay que partir de la consideración de que la elección  de los cargos de Gobierno a que se refiere el artículo 29 g) no es universal, directa y secreta, tal como interpreta el Servicio Técnico, sino indirecta y pública al ser elegidos ciertamente por la propia Junta de Gobierno  pero “a propuesta del Presidente” como señala el artículo 20.2 de los Estatutos. Por ello, no consideramos contrario a los principios de participación y  representatividad, que los citados cargos  de gobierno puedan ser destituidos por el órgano que los ha designado y precisamente a iniciativa de quien en su momento, formuló su propuesta de designación. A título de ejemplo, podemos citar que en el ámbito del derecho local donde naturalmente nos desenvolvemos, no se considera contrario a derecho ni antidemocrático que un Alcalde pueda cesar a los Tenientes de Alcalde que en su momento nombró. 


Por todo lo expuesto se solicita que se mantenga el contenido del artículo 29 g) tal como figura en el texto de los estatutos que se ha presentado para su calificación. 

6ª.- Supresión del enunciado in fine del artículo 53.2 b) 


Nos parece adecuada y ajustada a derecho la observación formulada por cuanto entendemos que en materia de potestad disciplinaria, para mayor garantía de los colegiados así como  transparencia y objetividad del procedimiento, los estatutos del Colegio Territorial  han de ajustarse con rigor, al contenido de lo dispuesto en los estatutos generales de la organización colegial.   


Consecuentemente, formularemos a la Asamblea propuesta de supresión.


7ª) Inclusión en el artículo 57 de la mención referente a que el instructor del procedimiento no podrá ser miembro de la Junta de Gobierno. 

Nos parece adecuada y ajustada a derecho la observación formulada y en consecuencia elevaremos a la aprobación a la Asamblea General la redacción del artículo 57.2, en los siguientes términos. 


2. El propio acuerdo de apertura de expediente disciplinario designará el Secretario e Instructor. Este último, en ningún caso podrá ser miembro de la Junta de Gobierno. 

8ª) Sobre mención en los estatutos a la obligación de disponer de una página web y una memoria anual. 

En cuanto a la memoria anual entendemos suficientemente cumplida esta obligación con la regulación que de ésta se hace en los siguientes artículos: 6.1 apartado f); 31 apartado i); 35 apartado f) y 36 apartado f) ya que se alude al contenido que debe tener, que cargos la elaborarán y que órgano la aprobará. 


Por lo que se refiere a la necesidad de disponer de una página web, se trata de una cuestión que en la práctica ya se cumple  y a la que en concreto  aluden los estatutos en los siguientes artículos; 24.7; 25.3; 25.5; 41.1 y 41.4. Como se podrá comprobar este instrumento cumple un papel relevante dentro del procedimiento electoral y en la organización de la Asamblea General.  


Por las razones expuestas, salvo opinión mejor fundada en derecho, no vemos razones para introducir modificaciones a lo ya regulado sobre estas cuestiones. 

SOLICITUD

Por las razones expuestas solicitamos que teniendo por presentado este escrito se admita como FORMULACION DE ALEGACIONES dentro del procedimiento que se tramita  por el Servicio de Fundaciones y Asociaciones de la Junta Comunidades Castilla La Mancha para la inscripción de la modificación sustancial de los Estatutos del Colegio Territorial de Albacete de Secretarios, Interventores  Tesoreros de la Administración Local. 
Albacete, a 21 de noviembre de 2016.
EL PRESIDENTE DE COSITAL ALBACETE
Fdo.: Pablo V Fayos Febrer.
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